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H. XXII LEGISLATURA DEL ESTADO LIBRE

Y SOBERANO DE BAJA CALIFORNIA.

INICIATIVA DE LEY DE INGRESOS DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA, PARA EL EJERCICIO FISCAL DEL AÑO DE 2017.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Baja California se ha distinguido por ser una entidad de conciencia y compromisos con un Gobierno de resultados y cercano a la gente, de igual manera nuestra Entidad se distingue por posicionarse como la más próspera y económicamente sustentable de los estados fronterizos y competitivamente dominante del mercado nacional.

La tarea diaria de este Gobierno es la construcción de un estado idóneo para la atención de las necesidades ciudadanas, ejerciendo un gobierno democrático, eficiente y eficaz en el manejo de su administración, transparente en sus acciones y centrado en el progreso.

La presente iniciativa toma en consideración la perspectiva económica nacional y mundial de 2017, así como el Plan Estatal de Desarrollo 2014-2019 actualizado, con el propósito de reconducir a mitad de la gestión administrativa el quehacer gubernamental hacia los nuevos escenarios, constituyendo una herramienta para garantizar la eficiencia administrativa y la eficacia social, en ese sentido las políticas y estrategias son la respuesta a las necesidades y aspiraciones de la sociedad. 
Es por ello, que dentro del Plan Estatal de Desarrollo 2014-2019  actualizado publicado el 23 de septiembre de 2016, se plasma como visión de desarrollo, la aspiración de ver un Estado donde los ciudadanos puedan ejercer plenamente sus derechos sociales y la pobreza extrema disminuya; donde los Bajacalifornianos, a través de su propio esfuerzo e iniciativa, logren alcanzar niveles de vida dignos y sostenibles, un desarrollo humano integral y puedan tener acceso equitativo a la prosperidad.

En la actualidad, aun cuando la recuperación económica en el mundo, en el país y especialmente en Baja California ha sido paulatina, todavía persisten algunos efectos en los sectores más representativos de la economía. 

El Poder Ejecutivo tiene como prioridad generar impactos positivos en materia de bienestar y competitividad asegurando la máxima calidad democrática, la eficacia, eficiencia y efectividad en el desempeño de su gestión.

En el Plan Estatal de Desarrollo 2014-2019 actualizado, se plantea ampliar y mejorar las oportunidades de empleo y autoempleo mediante educación y capacitación en el trabajo, además se han adoptado políticas laborales que impulsen la productividad y permitan el acceso al mercado formal a empresas y trabajadores que operan en condiciones de informalidad.

En el citado Plan se contemplan también la mejora y simplificación de trámites y servicios, en el cual un avance importante es la simplificación de trámites y servicios mediante firma electrónica habilitando a los funcionarios a expedir trámites y servicios con firma electrónica, dando como resultado la simplificación de tiempos y recursos.

De conformidad con la actualización del referido Plan Estatal de Desarrollo 2014-2019, ha procurado la optimización de recursos, por lo que el ahorro y austeridad se ha intensificado, además de establecer una cultura de austeridad, disciplina y transparencia en lo que respecta al uso de los recursos públicos.

La presente iniciativa de Ley de Ingresos para el ejercicio 2017, señala las contribuciones y demás conceptos que permitirán al Fisco Estatal allegarse de los recursos que requiere para proveer los bienes y servicios públicos que la misma sociedad valora y demanda, de una manera transparente respetando la seguridad jurídica de todo habitante en el Estado, en un contexto de cercanía al ciudadano y modernidad administrativa, que mejore la eficiencia, eficacia, economía y desempeño del gobierno.

Los ciudadanos contribuyen a las finanzas estatales por medio de diferentes fuentes de ingreso para el erario público, por lo tanto las mencionadas obligaciones conllevan a un corresponsabilidad, hecho por el cual en Baja California se trabaja para facilitar los procesos de recaudación para así atender mejor a los contribuyentes, hecho por lo que se requiere de una política fiscal prudente, equitativa y responsable.

Baja California cuenta con ingresos fiscales estatales que aportan los contribuyentes en términos de la Ley de Ingresos del Estado que se aprueba anualmente, Ley que contempla una relación exacta de todos los ingresos que deberán ser cobrados con el fin de sufragar sus gastos en beneficio de la sociedad de la entidad.

Además de lo mencionado, Baja California obtiene recursos transferidos por la federación, motivo por el cual las finanzas estatales tienen una importante relación con los recursos federales, de tal forma que  la estimación de los ingresos dentro de la presente iniciativa se basa en los Criterios Generales de Política Económica para 2017 emitidos por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en los cuales se estima el precio de referencia para la mezcla mexicana de crudo de exportación en 42 dólares por barril y el tipo de cambio promedio de 18.62 para 2017, de tal forma que el petróleo y el tipo de cambio resultan una variable determinante para las finanzas públicas.

Las perspectivas económicas mundiales para 2017 sugieren una aceleración moderada en el ritmo de crecimiento de la economía mundial respecto a 2016. En enero del 2016, el FMI estimó que la economía mundial crecerá a una tasa de 3.6 por ciento anual en 2017, en contraste con el 3.4 por ciento proyectado para 2016, Sin embargo, este organismo revisó a la baja la estimación de crecimiento mundial para 2017 respecto a la que tenía proyectada en octubre de 2015 (3.8 por ciento anual). En consecuencia, se espera que la actividad económica global estará limitada por un menor crecimiento económico al esperado por parte de las economías emergentes, en especial China, así como por una lenta recuperación en Japón durante 2016 y un menor dinamismo que el esperado por parte de la economía estadounidense.

Respecto al escenario nacional para  2017, se prevé que para la estimación de los ingresos presupuestarios se considera una reducción de la plataforma de producción de petróleo, bajos precios del petróleo y un crecimiento inercial de los ingresos tributarios que refleja el compromiso de no modificar la legislación tributaria, establecido en el Acuerdo de Certidumbre Tributaria.

Por dicha razón el Poder Ejecutivo hace frente a las situaciones y retos, mediante acciones  que a pesar del panorama nacional y mundial actual, permitan desarrollar finanzas sanas con motivo de impulsar el crecimiento y estabilidad económica en el Estado,  así como mejorar la eficiencia y la oportunidad en el uso de recursos públicos, por lo que la presente iniciativa de Ley de Ingresos para el ejercicio fiscal de 2017, no propone nuevos impuestos ni alza en las tasas ya existentes. 

En tal contexto, se presenta la propuesta de la Ley de Ingresos del Estado de Baja California, para el ejercicio fiscal de 2017, coadyuvando con el Plan Estatal de Desarrollo 2014-2019 actualizado, para  garantizar el fortalecimiento de ingresos en la entidad, una fiscalización efectiva, una eficiente gestión financiera así como una efectiva justicia tributaria que redunde en una mejor recaudación.

IMPUESTOS

El Poder Ejecutivo del Gobierno del Estado, sensible a las condiciones socioeconómicas que repercuten en la vida de los Bajacalifornianos, propone que en términos generales permanezcan las tasas de los impuestos en los mismos porcentajes que en el presente ejercicio fiscal. 
IMPUESTO SOBRE REMUNERACIONES AL TRABAJO PERSONAL

La sobretasa del Impuesto sobre Remuneraciones al Trabajo Personal contenida en la Ley de Ingresos para el Estado de Baja California para el Ejercicio Fiscal 2017, no contempla cambios respecto al contenido en la Ley de Ingresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2016, toda vez que aún cuando se da a conocer en este documento nuevamente la motivación relativa a la sobretasa, ésta no presentan variación alguna. 

Lo anterior considerando que la Ley de Ingresos del Estado es de carácter anual, por lo que tratándose de la materia tributaria resulta importante dar a conocer a los contribuyentes los elementos que motivaron los supuestos impositivos, por lo que se incluye en la presente iniciativa la parte referente a la exposición de motivos de la Ley de Ingresos del Estado de Baja California para el ejercicio fiscal 2016, relativos a explicar claramente la justificación de la sobretasa del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal.

Sobretasa

De acuerdo con los Criterios Generales de Política Económica 2017 se prevé durante el próximo ejercicio fiscal un entorno externo adverso, que se caracteriza por una alta volatilidad en los mercados financieros globales, un crecimiento negativo de la producción industrial en Estados Unidos, bajos precios del petróleo y la mayor probabilidad de políticas proteccionistas en el mundo. En este contexto, destaca el desempeño económico de México frente a otras economías emergentes. Las fortalezas y factores de diferenciación, entre los que destacan políticas macroeconómicas sólidas y un amplio y profundo programa de Reformas Estructurales, han permitido que el país continúe con su trayectoria de crecimiento.

Es conveniente precisar que el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación vigente para el Ejercicio Fiscal 2016, enmarcó un entorno económico externo complejo y volátil, y estableció que para el ejercicio fiscal 2015 se combinaron diversos factores que generaron presión en las finanzas públicas, lo cual motivó a que se diseñara con una orientación a resultados con enfoque “Base Cero”, privilegiando la eficiencia operativa y la calidad del gasto. 

De acuerdo la información proporcionada por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados el Presupuesto de Egresos de la Federación para 2017 por dicha Cámara es inferior en términos reales al Presupuesto de Egresos de la Federación de 2016, el cual a su vez fue inferior al de 2015, de manera que, dado el contexto macroeconómico adverso, tanto nacional como internacional, se mantiene el ajuste al gasto federal a fin de conservar las finanzas públicas sanas. 

Resulta relevante que los mayores ajustes a la baja se registren en sectores estratégicos, tales como la educación y la infraestructura. Lo que en el mediano y largo plazo podría redundar en un crecimiento económico interno aún menor. De acuerdo con la UNICEF un menor gasto en educación no sólo compromete las perspectivas de bienestar presente y futuro de niños y jóvenes, sino que a su vez, reduce las posibilidades de desarrollo y prosperidad de todo el país. 

En cuanto al gasto presupuestal proyectado para el 2017 en el rubro de Educación, el gobierno federal planea destinar 691,038 millones 517,715 pesos, cantidad que se compara desfavorablemente con los 713,274 millones 596,069 pesos aprobados para el 2016. La asignación que se tendría para ejercer en el 2017 es inferior en -22,236 millones 078,354 pesos, lo que equivale a una disminución nominal de -3.12% y que, al descontar la inflación estimada al cierre del ejercicio de un 3%, la disminución se ampliaría en un -6.02% con respecto al presente año.
Es importante recordar que, durante los últimos 15 años (2003 al 2017), el gasto a educación con respecto al Producto Interno Bruto (PIB) presenta diferentes comportamientos: de 2003 a 2012 la proporción osciló de 3.9% a 4.5%. No obstante, en el año 2007 registró su menor participación 3.7%, situación que se volvió a vivir en 2013, 2014 y 2016 pues representó el mismo porcentaje. Según lo propuesto para el 2017, la proporción será menor quedando en 3.6%, resultado que indica una tendencia a la baja, ya que en estos últimos cinco años el gasto educativo en términos de participación es menor comparado con este lapso de los últimos 15 años.
Por lo cual ponderando el derecho humano a la educación, el cual está consagrado en los artículos 3º y 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, constituyendo un derecho fundamental de los gobernados, recibir la educación en las instituciones que autorice la ley, es evidente que el Estado de Baja California, debe implementar los mecanismos económicos eficientes para cumplir con obligación constitucional. Por lo anterior es necesario dotar al Estado Baja California, de ingresos tributarios locales, que sean suficientes para cumplir con las necesidades constitucionales que le son propias, en este aspecto la Educación es una de las asignaturas más importantes para el Estado, ya que permite el desarrollo humano y la formación para la vida de los habitantes de nuestra Entidad.

El Estado de Baja California se ha caracterizado por ofrecer una educación de calidad a través de nuevas formas de intervención educativa, actividades culturales y deportivas, con sentido ético y de manera democrática, conjuntando a su vez, esfuerzos, transparencia y corresponsabilidad social. 

El 8 de julio de 2011 se publicaron en el Periódico Oficial del Estado reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, y a Ley de Educación del Estado de Baja California, las cuales tienen como objetivo central el incluir la educación nivel medio superior como obligatoria y gratuita, a fin de que todos los habitantes del Estado puedan tener acceso a la misma sin restricciones ni pago de cuotas de cualquier tipo.

Desde la entrada en vigor de estas reformas, se realizaron los trabajos necesarios para ofrecer servicios educativos en dicho nivel de manera gratuita y de calidad, haciéndose necesario destinar mayores recursos para la prestación de los servicios educativos referidos que permitieran a su vez, continuar con los proyectos existentes y emprender nuevos.

En los últimos ejercicios se han invertido importantes recursos para esta tarea, destinándose más del 50% de su Presupuesto de Egresos del Estado al rubro de la educación. Sin embargo se requieren emprender acciones que permitan el desarrollo de nuevos proyectos en el ámbito educativo, así como la unión de esfuerzos entre sociedad y Estado para proveer de mayores recursos encaminados a la atención de la demanda de enseñanza en todos sus ámbitos, modalidades y niveles, permitiendo a su vez mantener la gratuidad en la educación.

El reto en materia de educación, es garantizar las condiciones adecuadas para el desarrollo pleno de las habilidades del pensamiento, así como de capacidades y potencialidades de sensibilidad artística, cultura física, creatividad e innovación en el uso de las tecnologías, la investigación y la ciencia. 

El Gobierno del Estado requiere continuar trabajando para favorecer las oportunidades de los habitantes en el Estado, que permitan incrementar su nivel educativo y propiciar el desarrollo social, físico, emocional y cognitivo; buscando a través de diversos mecanismos el incremento de recursos que permitan el cabal cumplimiento de objetivos en esta materia.

Asimismo el Gobierno Estatal tiene claro que debe mejorar la calidad de la educación superior, con el fin de que los estudiantes desarrollen las competencias que les permitan resolver analítica y lógicamente los retos que genera una economía sustentada en la globalización y la sociedad del conocimiento, a través de la internacionalización, fomentando el intercambio académico en las instituciones de educación superior.

En este contexto, la educación superior es una vía fundamental para atender el desarrollo de las capacidades y habilidades individuales, siendo un factor indispensable para una mejor calidad de vida en el país, y en especial en la entidad de Baja California. Por ello, es indispensable contar con los recursos necesarios para continuar impulsando acciones que permitan fortalecer la educación en el nivel superior.

Por lo expuesto, y dadas las amplias necesidades del gobierno para llegar a atender los requerimientos de los gobernados, en materia de educación y considerando que el mismo constituye un derecho humano y que de conformidad con el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los


derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Lo anterior como se ha dicho ponderando el derecho humano a la educación en relación con la obligación tributaria que deriva del artículo 31, fracción IV, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Por las consideraciones anteriores, se propone continuar con una sobretasa del impuesto sobre remuneraciones al trabajo personal, que permitirá que los recursos que se recauden por dicho concepto se destinen exclusivamente a la educación superior en la Entidad, permitiendo así cumplir con las obligaciones, compromisos y objetivos que en materia de educación que se tienen en el Estado. 

Dicha sobretasa no se considerará para la determinación de las participaciones a que se refiere el artículo 7° de la Ley de Coordinación Fiscal del Estado de Baja California, ni para el fondo compensatorio a que se refiere el artículo 7° BIS de la citada ley. Asimismo, no será participable para el fideicomiso empresarial del Estado.

Es importante destacar que Nuestro Máximo Tribunal Constitucional, en la Contradicción de Tesis 114/2013, determino los aspectos jurídicos que deben cumplir las sobretasas para ser constitucionalmente validas, los que se resumen de los incisos del a) al e), que se exponen a continuación, con el objeto de justiciar la creación de la sobretasa del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal.

a) Las contribuciones han sido clasificadas tanto en la doctrina como en los diversos sistemas impositivos de distintas formas, las "sobretasas", que son las que recaen sobre algunos de los tributos previamente establecidos y tienen como característica que los recursos obtenidos se destinan a un fin específico.

Por lo cual la sobretasa del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, precisamente recaerá sobre un impuesto previamente establecido, además de que los recursos que se recauden por esta sobretasa se destinarán por el Poder Ejecutivo del Estado exclusivamente a la Educación Superior en la Entidad. Lo que es congruente con el principio de eficiencia impositiva, además de que existen elementos objetivos y razonables para generar la extrafiscalidad en materia de educación superior que se persigue.

b) Las contribuciones en comento son utilizadas con frecuencia por las haciendas públicas locales, por ser uno de los instrumentos tributarios que más se apega al principio de asignación impositiva de la sencillez, pues no incrementa de manera directa la presión fiscal de los contribuyentes ni los costes de gestión.

La sobretasa del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, es congruente con el principio de asignación impositiva de la sencillez, pues no incrementa de manera directa la presión fiscal de los contribuyentes, toda vez que los sujetos obligados a la misma, no se causarán el impuesto adicional para la educación media y superior respecto del impuesto sobre remuneraciones al trabajo personal, excepto en los casos en que los sujetos de este impuesto se encuentren exentos del mismo, en términos de los artículos 175, 177, 180 fracciones II y III, y 181 de la Ley de Hacienda del Estado de Baja California.

Ni tampoco incrementa los costes de gestión por parte de los contribuyentes ni de la autoridad recaudadora, pues al recaer sobre una contribución previamente establecida, los contribuyentes no tendrán más obligaciones formales adicionales que cumplir, como acontecería si se genera un nuevo impuesto, y la autoridad recaudadora no realizara erogaciones con el objeto de estructurar un nuevo padrón de contribuyentes. Por lo anterior la sobretasa del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal que se propone, respeta así el principio de la eficacia tributaria.

c) Aprovecha la existencia de un nivel impositivo primario, respecto del cual comparte los mismos elementos constitutivos aplicando únicamente un doble porcentaje a la base imponible, por lo que tiene como finalidad principal recaudar más recursos en un segundo nivel impositivo para destinarlo a una actividad específica.

El Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, es un impuesto indirecto al gasto, dichos impuestos al gasto o a las erogaciones recaen sobre el empleo general de un bien económico para adquirir otros, en donde el contribuyente es el titular del hecho imponible y de la capacidad contributiva que él mismo revela, de ahí que basta que el empleador lleve a cabo la erogación para que se genere el hecho imponible, siendo que en estos impuestos indirectos, por antonomasia, no se hace referencia a la situación personal del contribuyente, es decir, son objetivos, de devengo instantáneo y monofásicos. 

Por lo anterior es evidente que el Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, define un nivel impositivo primario, en el cual la implementación de la sobretasa que se propone a esa Soberanía, afecta los elementos constitutivos de dicho impuesto sin la necesidad de crear un nuevo tributo.

De lo anterior, tenemos que el nivel impositivo primario relacionado con el Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, que afecta su base es de 1.80%, sobre el monto total de los pagos por concepto de remuneraciones al trabajo personal, prestado dentro del territorio del Estado, bajo la dirección o dependencia de un tercero, asimismo la sobretasa del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal que se propone, tiene como segundo nivel  impositivo que afecta la base del impuesto respectivo, el porcentaje que asciende al 0.63% de los pagos respetivos, por lo cual es evidente que existe congruencia entre el primer y el segundo nivel de impositivo, pues ambas tasas en su conjunto afectan la base respectiva en un 2.43%, sobre los pagos realizados, lo que atendiendo a criterios relacionados con la proporcionalidad que debe revestir los impuestos al gasto, como lo es el Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ambos niveles impositivos son congruentes  con la naturaleza del impuesto, y por ende la sobretasa del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, es evidentemente proporcional pues su tasa no excesiva y guarda congruencia con el objeto del impuesto. 

d) Para el legislador tributario local resulta más conveniente implementar una "sobretasa" respecto de una contribución primaria preexistente, que diseñar un nuevo mecanismo tributario, pues de esa manera se facilita la recaudación al no tener que gestionar con nuevos sujetos pasivos, sino que a los contribuyentes que se encuentran obligados a cubrir determinado gravamen, se les obliga a pagar una cantidad adicional por el mencionado concepto, por lo que es evidente que el aludido instrumento fiscal no modifica los elementos esenciales del gravamen primigenio o de primer nivel, sino solamente se establece un porcentaje adicional por considerar que la capacidad contributiva gravada es suficiente para soportar ambas cargas tributarias.

La elección del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, como estructura impositiva para crear la sobretasa, tiene elementos objetivos y razonables y es más conveniente que diseñar una nueva estructura de tributación, pues debemos destacar que atendiendo al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, que nace de nuestro pacto Federal, mediante el cual atendiendo a la adhesión del Estado de Baja California al mismo, el órgano legislativo local renunció a imponer las contribuciones que concurran con los impuestos federales participables, ello conlleva, incluso a la desincorporación temporal de su ámbito competencial de la potestad relativa, por lo que si aquél crea contribuciones de esa especie, estará expidiendo disposiciones de observancia general que carecen del requisito de fundamentación previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo cual es más conveniente crear la sobretasa del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, que crear un nuevo impuesto que implique una estructura de tributación, que en primer orden aumentara la carga fiscal de los contribuyentes, pero además derivado de la limitación de la Potestad Tributaria, que tiene el Estado de Baja California, para implementar un nuevo impuesto se tendría que establecer una reingeniería tributaria, con el objeto no violentar su adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, por lo que abonando al principio de eficiencia en los impuestos resulta técnicamente más sencillo, diseñar la sobretasa del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, con el objeto de destinarla exclusivamente a la educación superior en la Entidad.

Además aunado a que el Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, es el mayor ingreso tributario que percibe el Estado de Baja California, siendo que a la de enero a octubre del ejercicio fiscal de 2016, se recaudó por este impuesto la cantidad de $1,710,209,527 millones respecto del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal y se tiene proyectado en la Ley de Ingresos del Estado obtener dentro de todo el ejercicio fiscal 2017 la cantidad de $2,088’420,000.21 millones lo que refleja que dicho impuesto es el que mayor ingreso impositivo local genera, lo que evidencia una capacidad contributiva susceptible de ser afecta a un segundo nivel de imposición.

Asimismo es evidente que el Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, como contribución preexistente para diseñar la sobretasa que se propone, cuenta con un padrón de sujetos pasivos que asciende a la cantidad de 49,891.00, contribuyentes que ya se encuentran  registrados en el Registro Estatal de Causantes, por lo que la implementación de la sobretasa no generaría gestionar nuevos sujetos pasivos, haciendo más eficiente la recaudación del tributo, lo cual es congruente con el principio de eficiencia impositiva.

La magnitud del padrón de contribuyentes registrados, y el ingreso tributario que se recauda del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, son datos objetivos que son congruentes con los criterios que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha determinado para la implementación de las sobretasas, pus sin duda, si las sobretasas buscan la eficiencia impositiva, pero además un nivel primario susceptible de imposición, que sea reflejo de capacidad económica, es evidente que esos elementos subyacen de los datos aportados.

Debemos destacar las cualidades objetivas que subyacen al acto económico objeto del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, del cual derivan justificaciones objetivas y razonables para seleccionar ese tributo para implementar la sobretasa, en efecto los sujetos que realizan el objeto del impuesto es decir, la realización de pagos por concepto de remuneraciones al trabajo personal, prestado dentro del territorio del Estado, bajo la dirección o dependencia de un tercero, tienen características específicas que reflejan una capacidad contributiva diversa a los sujetos de los diversos impuestos locales, lo anterior toma mayor sentido si se analiza, que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que la imposición indirecta sólo se requiere que el gasto, erogación o pago revele una fuente de riqueza para dar origen a la obligación tributaria pues, por sí mismos, son demostrativos de capacidad contributiva, por lo que analizando la naturaleza de los diversos impuestos  se advierte que es en esta estructura es donde técnicamente es más conveniente generar la sobretasa.

En este orden de ideas, la selección del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, para crear la sobretasa propuesta, se apega a la debida equidad tributaria, pues los sujetos de ese impuesto se caracterizan por que el gasto, erogación o pago que realiza en torno al objeto del impuesto, revela una fuente de riqueza para dar origen a la obligación tributaria pues, por sí mismos, son demostrativos de capacidad contributiva, objetiva y razonable para elegir al citado impuesto como impuesto primario para crear la sobretasa que se propone, lo cual se corrobora en virtud de que el ingreso tributario derivado del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal es el más elevado de la potestad tributaria local.

Además de la cantidad de contribuyentes registrados y obligados al pago del mismo, lo que justifica que sea en la estructura del citado impuesto, en donde se cree la sobretasa, pues sin duda esta elección es congruente con la eficiencia impositiva, y equidad tributaria, reiterando que la selección del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, no discrimina entre los sujetos de este impuesto, y los sujetos afectos a los diversos impuestos estatales, pues como se expuso hay elementos objetivos y razonables para el tratamiento diverso, además de la extra fiscalidad en materia de educación que se persigue, puntualizando que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha reconocido que el principio de equidad tributaria radica en tratar igual a iguales y desigual a desiguales, frente a los supuestos específicos contenidos en la ley, en este orden de ideas, es lógico que el tratamiento diverso en la selección del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, para crear la sobretasa es objetivo y razonable.

Sin soslayar, los datos objetivos y razonables antes expuestos, para crear la sobretasa en el Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, son eficientes, sin ser los únicos por los que se pueden crear sobretasas, pues reiterando lo que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó los aspectos jurídicos que deben cumplir las sobretasas para ser constitucionalmente validas, sin que se limitara la potestad tributaria del legislador local a la selección de los tributos en donde se pudieran crear sobretasas, siempre y cuando sean objetivos y razonables.

Por lo anterior, la presente reforma establece una sobretasa del impuesto sobre remuneraciones al trabajo personal, que participará de los mismos elementos constitutivos de la contribución y solamente se aplicará un doble porcentaje a la base imponible de la misma, a fin de que los ingresos que se recauden se destinen exclusivamente a la educación superior en el Estado.
La referida sobretasa, no pretende en ningún momento causar algún menoscabo o afectación a los sujetos del impuesto sobre remuneraciones al trabajo personal, en virtud de que dentro de la presente iniciativa se adiciona un párrafo al artículo 3, en el que se establece que dicha contribución no causará el impuesto adicional para la educación media y superior.  Es decir, no se pagará este impuesto adicional, a fin de evitar que un mismo sujeto pasivo se encuentre obligado a pagar en dos ocasiones por una misma actividad, un gravamen fiscal para la educación en el Estado.
DERECHOS

Toda vez que los Derechos conforme al artículo séptimo del Código Fiscal para el Estado de Baja California, son las contraprestaciones establecidas en las leyes fiscales, por los servicios que presta el Estado, en su función de derecho público, incluso cuando se presten por organismos públicos, descentralizados, así como por el uso o aprovechamiento de los bienes de dominio público, siempre que este último caso, se encuentren previstos como tales en la Ley de Ingresos del Estado.

La presente iniciativa de Ley de Ingresos, respecto a los Derechos, propone una actualización conforme al índice inflacionario en 3.0% estimado para el ejercicio fiscal de 2017.

También se propone cuotas fijas en algunos supuestos específicos con motivo de la desindexación del salario mínimo, de igual forma se pretende en esta Ley la modificación o ajuste en la descripción de algunos supuestos con objeto de encuadrarlos de manera real y concreta, a fin de lograr una mayor certeza jurídica y claridad sobre el servicio prestado o cobrado.

La Incorporación de conceptos que por su mera naturaleza son Derechos cuando en la Ley de Ingresos del Estado de años anteriores han sido catalogados como productos, aun cuando encuadran en el citado artículo séptimo Código Fiscal para el Estado de Baja California referente a Derechos.

SERVICIOS DE AGUA

Con la reforma por la que se adicionó un sexto párrafo al artículo cuatro de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 8 de febrero de 2012, se reconoció constitucionalmente el derecho humano al agua a fin de garantizar que “toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible”.  Asimismo se estableció de manera concomitante la obligación para el Estado Mexicano de que “garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.” 

El agua al mismo tiempo que constituye el líquido más abundante en la Tierra, representa el recurso natural más importante y la base de toda forma de vida, ya que sin éste sería imposible la existencia de todo ser vivo, por lo que corresponde tanto a Gobierno y a la sociedad conjuntar esfuerzos para garantizar el derecho al agua, su cuidado y protección
Cabe aclarar que el reconocimiento del Derecho al agua como un derecho humano, no implica que el agua y el saneamiento deban proporcionarse gratuitamente, toda vez que para llevar este servicio a cada uno de los hogares y las empresas que lo solicitan, requiere de una eficiente infraestructura hidráulica y de los recursos humanos y materiales necesarios para su abastecimiento.  

El Ejecutivo Estatal, conforme al diagnóstico realizado por la presente Administración, plasmado en la reciente actualización del Plan Estatal de Desarrollo 2014-2019, destaca como uno de los retos en el rubro de Infraestructura para la Competitividad y el Desarrollo, la protección de los recursos naturales como es el recurso hídrico. 

En los últimos años el déficit de este vital recurso ha afectado severamente a nuestra Entidad, particularmente a la zona costa como es el caso del municipio de Ensenada. Dicho recurso natural ha disminuido de manera considerable debido a la combinación de diversos factores, climáticos y humanos, tales como precipitación pluvial muy baja en la Entidad, el acelerado crecimiento poblacional, y al aumento en la demanda de recursos y servicios básicos con motivo del creciente flujo migratorio que afronta Baja California actualmente, y el uso desmedido por parte la población, por citar algunos. 

En este sentido la disponibilidad del agua depende en gran medida del óptimo uso que se le dé, por lo cual es necesario exista una planeación adecuada para su empleo y una cultura de respeto para no desperdiciarla ni contaminarla, a fin de lograr un desarrollo sustentable en beneficio de la población, en apego al marco jurídico que lo regula.

La actual Administración Estatal en la actualización del Plan Estatal de Desarrollo 2014-2019, en el eje de Infraestructura para la Competitividad y el Desarrollo fijó como objetivo “Mejorar el acceso al agua potable en cantidad y calidad a todos los bajacalifornianos, a través de la consolidación de las fuentes de abastecimiento existentes y la implementación de nuevas y el mejoramiento de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, así como el aprovechamiento de las aguas residuales tratadas” 

Para dar cumplimiento a ese objetivo la actual administración se propone diversas estrategias, una de ellas: “Mejorar los procesos de administración del agua, mediante la actualización permanente de la normatividad técnica y jurídica; la planeación a corto, mediano y largo plazo; el aprovechamiento óptimo de las fuentes de financiamiento de la inversión para infraestructura hídrica; el desarrollo y fortalecimiento institucional de los organismos operadores”.

Para impulsar la actualización de los instrumentos jurídicos que norman este elemento natural, y acorde a lo previsto en el Plan Estatal de Desarrollo 2014-2019 y su actualización, el Ejecutivo Estatal se propone presentar de manera alterna una Iniciativa de Ley del Agua para el Estado de Baja California, la cual contendrá los conceptos que describen los servicios que prestarán los organismos de agua, así como las cuotas y tarifas que se cobrarán a los usuarios por concepto de los derechos que se generan por los servicios de agua, de manera proporcional y equitativa, a fin de garantizar la recuperación del costo de los insumos para dotar de manera eficiente el recurso natural. 

Con base en lo expuesto la presente iniciativa de Ley de Ingresos del Estado para el ejercicio fiscal 2017 propone eliminar del artículo 11, los conceptos, cuotas y tarifas, por los servicios de agua, al considerarse su regulación en una ley especial como es la Ley de Agua del Estado para el Estado de Baja California. 

La propuesta de extraer de la Ley de Ingresos los derechos de agua y prever que su regulación corresponda a la Ley de la materia, además de cumplir con los objetivos del Plan Estatal de Desarrollo, es acorde el principio de legalidad previsto en la fracción IV, del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece la obligación de todos los mexicanos de contribuir para el gasto público, así de la Federación, como del Distrito Federal o del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. 

Recordemos que el principio de legalidad exige que los elementos constitutivos de la contribución cuenten con un grado de claridad y concreción razonable, a fin de que los destinatarios de la norma tengan certeza sobre la forma en la cual deben determinar sus obligaciones tributarias, conforme a este principio es necesaria la existencia de una ley formal que establezca las contribuciones a cargo de los gobernados, así como sus elementos esenciales, a efecto de que el contribuyente pueda conocer, con suficiente precisión, el alcance de sus obligaciones fiscales, de manera que no quede margen a la arbitrariedad su exigencia. Luego entonces los aspectos de la contribución estarán previstos en una ley formal y materialmente legislativa como se propone.

Por otra parte, es criterio reiterado de la Suprema Corte de Justicia el que las leyes de ingresos constituyen un catálogo de gravámenes tributarios, que condicionan la aplicación de las disposiciones impositivas de carácter especial; y, por regla general, los elementos de tales gravámenes están contemplados en las leyes específicas.

No obstante se propone en la Ley de Ingresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2017 permanezcan en el artículo 11 de este ordenamiento, los beneficios fiscales por los servicios de agua que contenía la Ley de Ingresos para el Ejercicio Fiscal 2016.

SERVICIOS DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DE COMERCIO.

Cuotas 

Se propone establecer cuotas fijas por los derechos que se generen por los servicios que presta el Registro Público de la Propiedad y de Comercio, con el objeto de que el monto de las mismas se mantenga durante el ejercicio fiscal, a fin de dar mayor fluidez y rapidez a los trámites que realizan los usuarios, ya que es frecuente que primeramente acudan por un presupuesto del costo del servicio y con posterioridad realicen el pago, y en ocasiones de acuerdo con la actualización mensual, éste ya no es el mismo. Para ello se propone incluir a las cuotas previstas en los artículos 13 y 15, en las excepciones previstas en el artículo séptimo transitorio de la Ley de Ingresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2017, que establece la obligatoriedad de la actualización mensual de las cuotas, a partir del mes de febrero, tomando en consideración el Índice Nacional de Precios al Consumidor publicado en el Diario Oficial de la Federación y el procedimiento que ahí mismo se establece. 
Asimismo con la finalidad de brindar certeza a los usuarios sobre la cuota que se cobra por el servicio de inscripción de contratos de adquisición individualizada de vivienda de interés social y popular, en la fracción IV del artículo 13 se propone una cuota fija de $ 900.00 (novecientos pesos moneda nacional 00/100) en vez de la tarifa 2.5 al millar. 
Ajuste en la redacción 

En los artículos 14 fracción I y 15 fracción II, se propone que el avalúo a que se hace referencia sea certificado por autoridad catastral, a efecto de dotar de certeza jurídica los actos que se inscriben, y a su vez permita erradicar una práctica indebida de que se presenten avalúos no vigentes, que ocasiona sea rechazado el trámite de inscripción o bien se generen nuevos avalúos, inclusive con un valor menor al anterior al presentando. Al respecto el avalúo certificado es una medida adecuada ya prevista en otros ordenamientos como es la Ley del Catastro Inmobiliario del Estado Baja California que permite conocer de manera objetiva el valor de los inmuebles; por lo que la adecuación a la Ley de Ingresos que se propone, garantizará la armonía en las disposiciones y en los documentos a considerar en los diversos trámites que se derivan de la adquisición de inmuebles ante las diversas autoridades.
Asimismo se modifica la redacción del artículo 14 fracción II, a fin de ajustar la referencia que esta disposición hace a valores que establece la fracción anterior del mismo numeral, siendo lo adecuado referir a las tarifas que establece el artículo el artículo anterior, esto es el artículo 13. 

SERVICIOS DE LA SECRETARÍA DE PROTECCIÓN AL AMBIENTE

Ajuste en la redacción 

Se pretende la adecuación en la redacción de algunos términos de servicios establecidos en el Capítulo IV de Servicios de la Secretaría de Protección al Ambiente en su Artículo 17, en específico en el inciso  k) s) y t), para precisar en su texto en qué consiste el servicio que se proporciona, atendiendo a las atribuciones con que cuenta dicha Secretaría, a fin de lograr una mayor certeza jurídica y claridad sobre el servicio prestado y cobrado.

Referente al inciso k) del citado artículo, de conformidad con el Decreto Número 224, publicado el 20 de marzo de 2015 publicado en el Periódico Oficial del Estado, fueron incorporados a los servicios que actualmente prestan las Comisiones Estatales de Servicios Públicos, en materia de recepción y tratamiento de aguas residuales, por lo que se elimina el servicio referente a análisis de prórroga para presentar la información adicional en materia de descargas de aguas residuales, para en su lugar establecer, el correspondiente a materia del permiso de emisiones a la atmósfera. 

Asimismo se precisa en el inciso s) que el servicio es el de Actualización del Plan de Manejo de Residuos de Manejo Especial y no el de Revaluación del Plan de Manejo de Residuos de Manejo Especial, por corresponder al servicio que realmente se presta.

La ley de Prevención y Gestión Integral de Residuos para el Estado de Baja California en el Capítulo segundo, artículo 12 fracción II establece que los Grandes Generadores de Residuos de Manejo Especial se encuentran obligados a establecer planes de, manejo para los residuos que generen y someterlos a evaluación ante las autoridades competentes y en caso de que requieran ser modificados o actualizados, deberá notificarlo también de manera inmediata¨.

En este caso particular la Secretaría al ser autoridad competente debe de analizar, actualizar las bases de datos y contestar mediante un acuerdo administrativo, las solicitudes de actualización de información de los grandes generadores de residuos de manejo especial particularmente se da cuando una empresa modifica algunos de los puntos expuestos en el Formato Estatal de Plan de Manejo de Residuos de Manejo Especial, como por ejemplo: el control interno de sus residuos, procedimientos de seguridad, prestadores de servicio. Actividad de análisis que actualmente esta autoridad realiza y que no causan derechos.

En el inciso t) se adecúa su redacción para considerar que el servicio a prestar corresponde a la recepción y evaluación del reporte anual de Generadores de Residuos de manejo especial y no al de pequeños generadores.


De conformidad a la Ley de Prevención y Gestión Integral de Residuos para el Estado de Baja California en su capítulo segundo, artículo 12 fracción III , establece la obligación de los Grandes Generadores de Residuos de Manejo Especial de “presentar un reporte anual en el que se registre el volumen y tipo de residuos generados, las condiciones particulares de manejo a las que fueron sometidos y demás elementos que sean establecidos en el reglamento de esta Ley”, y el artículo 13 fracción XII establece que los Pequeños Generadores de Residuos de Manejo Especial se encuentran obligados a “Todas aquellas condiciones legales que se consideren convenientes para un buen cumplimiento en esta materia” por lo que se han presentado casos que debido a la actividad de la empresa o el tipo de residuo manifestado, se solicita que el pequeño generador presente reporte anual.

Nuevos servicios 

Adicionalmente a las modificaciones de redacción anotadas, se propone adicionar en la Ley de Ingresos de 2017 para el Estado, servicios que la Secretaría de Protección al


Ambiente está en posibilidad de prestarlos sin embargo actualmente no se contemplan en la Ley de Ingresos del presente año, tales como Actualización al Registro como Generador de Residuos de manejo especial en el Estado; Solicitud de prórroga para presentar la información adicional en materia de Residuos de manejo especial, y Análisis de la solicitud de revalidación de licencia de prestador de servicios para el manejo integral de Residuos de manejo especial, mismos que se incorporan en a la fracción IV relativa “Otros Servicios” del artículo 17,  los incisos u), v) y w), de manera respectiva

El artículo 5 fracción X de la Ley de Prevención y Gestión Integral de Residuos para el Estado de Baja California estable que la Secretaria de Protección al Ambiente Integrara el registro de generadores, así mismo el artículo 12 fracción I, de la misma Ley describe como obligación en particular a todos los generadores de residuos de manejo especial la de registrarse ante la autoridad competente, como generadores de residuos en el estado.

Sin embargo lo anterior en la actualidad se ha presentado un incremento en estos años la petición por parte de las empresas registradas, que por diversos motivos, han cambiado de prestadores de servicios para el transporte y/o disposición de sus residuos; o bien de las medidas implementadas por la misma empresa han reducido la cantidad de residuos generados o el tipo de residuo, por lo que presentan a la Secretaria un escrito libre solicitando que se actualice la información presentada en el registro como generador; la Secretaria tiene que analizar, actualizar las bases de datos y contestar mediante un acuerdo administrativo, situación que hasta el momento no genera derechos para el ejecutivo.

Por lo anterior se solicita que se agregue al artículo 17 del capítulo IV la inserción del inciso u). 
Los Generadores de Residuos de Manejo Especial en el Estado de Baja California al solicitar su registro ante esta autoridad ambiental, en la mayoría de las solicitudes ingresadas para evaluación adolecen de los elementos esenciales para su evaluación por lo que se le solicita al promovente que presente o aclare la información presentada mediante una solicitud de información adicional dentro del plazo de cinco días, esto con fundamento a los establecido en el artículo 67 Ley del Procedimiento para los Actos de Administración Pública del Estado de Baja California. Sin embargo en la mayoría de los casos las empresas solicitan una prórroga para presentar dicha información, solicitud que la Secretaría tiene que analizar y contestar mediante un acuerdo administrativo.
Por lo anterior se solicita que se agregue al artículo 17 del capítulo IV la inserción del inciso v).
El artículo 5 fracción XVI de la Ley de Prevención y Gestión Integral de Residuos para el Estado de Baja California establece que la Secretaría de Protección  al Ambiente Autorizar y regular la prestación de servicios que tengan por objeto el manejo integral de residuos de manejo especial.

Conforme al Artículo 15 BIS 2 de la de Prevención y Gestión Integral de Residuos para el Estado de Baja California, los prestadores de servicios autorizados por la Secretaría de Protección al Ambiente que pretendan continuar con dicha actividad, pueden solicitar la prórroga de su autorización, previo a que la vigencia de su licencia fenezca; sin embargo, para estar en condiciones de resolver lo conducente, es necesaria la evaluación y análisis de la información técnica  y documentales que se integren a la solicitud de prórroga, además de la valoración de los antecedentes que obran en el expediente del solicitante; es decir, se requiere de un servicio profesional de evaluación, y actualmente, el concepto de prórroga de la vigencia de este tipo de licencias no se encuentra contemplada en la Ley de Ingresos, no obstante qué su análisis es similar a las Revalidaciones de otros Permisos, Autorizaciones o Licencias que otorga la Secretaría de Protección al Ambiente.

Por lo que se pretende se agregue al artículo 17 del capítulo IV la inserción del siguiente inciso w).
LEGALIZACIÓN DE FIRMAS, EXPEDICIÓN DE CERTIFICADOS Y CERTIFICACIONES, ESTUDIOS DE CUMPLIMIENTO, REVALUACION DE ESTUDIOS Y PUBLICACIONES.

El principio de legalidad o primacía de la Ley, consagrado en el artículo 31 fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, busca el equilibrio de poderes a fin de evitar que en materia tributaria, se ejercite caprichosamente la aplicación de cargas tributarias a los contribuyentes, de esta manera cualquier cobro que se realice deberá contenerse expresamente en una Ley. 

En este sentido, en un Estado de Derecho como es Baja California, es importante promover una Ley de Ingresos que de manera clara establezca todos los supuestos que por concepto de contribuciones con su correlativa tarifa se establezca por los servicios que se brindan a los interesados, en armonía con lo establecido en el artículo 4 de la Ley de Hacienda del Estado de Baja California, que establece que ninguna contribución podrá recaudarse si no está prevista por la Ley anual de ingresos correspondiente, o por una ley posterior que lo establezca.

Por lo anterior, es menester proporcionar seguridad jurídica a los ciudadanos respecto de las actuaciones de los Poderes Públicos y sus Autoridades, al incluir en este apartado los diversos conceptos de los servicios que se prestan a través de sus diferentes unidades administrativas. 

Certificación de documentos 

Es un derecho de los ciudadanos solicitar copia certificada de documentos generados en el ejercicio de la función pública de las diversas Autoridades para el cumplimiento de los fines que tiene cada una de las Dependencias, Entidades o Unidades Administrativas de los tres Poderes de Gobierno y Organismos Públicos Autónomos; por ello con el propósito de dotar de certeza jurídica la expedición de copias de los documentos que obran en los archivos de cada uno de los sujetos referidos, se propone ajustar el inciso F), de la fracción I del artículo 18, para incluir en su texto al Poder Judicial dentro de los sujetos que realizan certificaciones o expiden certificados.

Generados en medios audiovisuales en el Nuevo Sistema de Justicia Penal 

Asimismo, se propone incluir un inciso L), a la fracción I del artículo 18, con el propósito de considerar el servicio de expedición de copias certificadas de documentos judiciales que sean generados en medios audiovisuales en el Nuevo Sistema de Justicia Penal, por certificación.  

De acuerdo con lo previsto en el artículo 42 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Baja California, cuando por cualquier causa se destruya, pierda o sustraiga el original de las sentencias o el registro de otras resoluciones o actos procesales, se otorga el mismo valor a una copia auténtica que se obtenga de aquellos. Disposición simiIar contiene el artículo 71 del Código Nacional de Procedimientos Penales, estableciendo además que cuando la sentencia conste en medios informáticos, electrónicos, magnéticos o producidos por nuevas tecnologías, la autenticación de la autorización del fallo por el órgano jurisdiccional, ser hará constar a través del medio o forma más adecuada, de acuerdo con el propio sistema utilizado.    Asimismo de acuerdo con el artículo 81 BIS de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los jueces de control están investidos de fe pública para constancia y certificación de sus actos.

Por lo anterior y con el propósito de dotar de certeza jurídica las actuaciones judiciales generadas en medios audiovisuales en el Nuevo Sistema de Justicia Penal, principalmente de las audiencias públicas que se llevan a cabo, así como certidumbre de la cuota que por dicho servicio se genera, el Poder Judicial solicitó su inclusión en la presente propuesta de Ley de Ingresos del Estado de Baja California, en la cual consideró el costo de los insumos que se requieren para prestarlo como es disco compacto, etiquetas, sobre, las horas-hombre y los recursos humanos que se encargarán de llevar a cabo dicho servicio. 

Boletín Judicial

Con el objeto de regular las cuotas que por diversos servicios se prestan a través de las diversas unidades administrativas de Gobierno del Estado, se propone incluir propone incluir un inciso M) con tres subincisos, a la fracción I del artículo 18, por el servicio que presta el Poder Judicial del Estado relativos al Boletín Judicial.

E artículo 187 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece que el Boletín Judicial constituye el órgano oficial de difusión del Poder Judicial del Estado que tiene por objeto publicar las listas de Acuerdos dictados en materia civil y de lo familiar por los correspondientes Juzgados del Estado, por el Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura así como los Edictos y Avisos Judiciales a que se refiere el Capítulo V del Título Segundo, del Código de Procedimientos Civiles.

De esta manera es importante se incluya dicho servicio con las respectivas tarifas contenidas en los subincisos 1 al 3, que se proponen de manera proporcional al costo que representa prestar los servicios de publicación en el referido medio oficial de difusión, atendiendo a la medida y número de las cuartillas que se requieran para la publicación de las actuaciones o documentos que correspondan.

Padrón de Peritos 

Se propone incluir un inciso N) a la fracción I del artículo 18, el servicio relativo al estudio y análisis de la solicitud que anualmente los interesados en que se les integre en el listado del Padrón de Peritos realizan ante el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial, ya que dicho servicio es requerido por los peritos que desean contar con una constancia que los acredite como tal ante otras autoridades, servicio que requiere la inversión de recursos materiales y humanos, y que a través de la cuota propuesta se pretende sufragar el costo que para la Unidad Administrativa implica prestarlo. 

Periódico Oficial del Estado 

Se propone incluir una fracción IV al artículo 18, a efecto de establecer los derechos por los servicios que se prestan por la solicitud de inserciones en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Lo anterior considerando la naturaleza jurídica de la contribución, toda vez que si bien dicho servicio se venía considerando año con año como un producto, siendo lo correcto darle el tratamiento de derecho, toda vez que de acuerdo con la Ley del  Periódico Oficial del Estado de Baja California, es un Órgano del Gobierno de carácter permanente e interés público, cuya función consiste en publicar los actos que se encuentran comprendidos en la misma Ley, que sean expedidos por los Tres Poderes del Estado en sus respectivos ámbitos de competencia, a fin de que estos sean aplicados y observados debidamente.

SERVICIOS DE LA SECRETARÍA DE INFRAESTRUCTURA Y DESARROLLO URBANO

Se propone eliminar la fracción VIII del artículo 19 de la ley de ingresos del Estado, que se propone para el ejercicio fiscal 2017, que contiene las tarifas por el mantenimiento, operación y conservación del tramo carretero la rosita-rumorosa.

Sobre el tema cabe hacer referencia que en fecha 14 de julio de 2000 la Secretaría de Comunicaciones y Transportes otorgó al Poder Ejecutivo del Gobierno del Estado de Baja California la concesión para operar, explotar conservar y mantener el tramo centinela-rumorosa, de la carretera Mexicali-Tijuana, en el estado de Baja California, así como el derecho de vías, las obras, construcciones y demás bienes y accesorios en el estado que se encuentran, todos ellos libres de gravamen que integran la vía general de comunicación referida, cuyo plazo de vigencia es de 20 años.

En la concesión la Secretaría de Comunicaciones y Transportes estableció que el Ejecutivo Estatal no podría ceder los derechos y obligaciones derivados de la misma o de los bienes afectos a la operación y explotación y mantenimiento, sin la previa autorización por escrito de dicha secretaría, excepto de los derechos al cobro del camino objeto de la concesión.

A la fecha dicho tramo ha sido administrado por el Fideicomiso Público de Administración y de Fondos de Inversión del Tramo carretero Centinela-Rumorosa (FIARUM), quien recibe los ingresos por concepto de derechos de los conceptos señalados en la referida fracción VIII del artículo 19.

En fecha 28 de enero de 2016, se modificó el anexo IV de la concesión, en lo que respecta a las tarifas del tramo carretero centinela-rumorosa, de la carretera Mexicali-Tijuana en el Estado de Baja California, en el cual se establecen las bases de regulación de tarifas máximas para el mantenimiento, operación y conservación del tramo carretero centinela- rumorosa.

Asimismo mediante acuerdo institucional de fecha 24 de febrero de 2016, que celebraron la Secretaría de Planeación y Finanzas, la Secretaría de Infraestructura y Desarrollo Urbano y el FIARUM, establecieron las bases de coordinación para el debido cumplimiento de las obligaciones fiscales derivadas de la referida modificación anexo IV de la concesión, en lo que respecta a las tarifas del tramo carretero centinela- rumorosa.

En el referido instrumento las partes acordaron entre otros puntos los siguientes: 

a) Los ingresos que derivan de las citadas tarifas deberían ingresar al comunicar eso de ley, por lo que hicieron estuvo de acuerdo y no continuar recibiendo el subsidio respectivo.

b) El FIARUM tendrá el carácter de contribuyente ante las autoridades fiscales federales por los ingresos obtenidos derivados de la concesión, por lo que le corresponderá cumplir con la totalidad de las obligaciones fiscales federales de dichos ingresos. 

En este sentido dicho ente se obligó a presentar declaraciones correspondientes al Impuesto al Valor Agregado y así como a llevar a cabo las acreditaciones y en su caso las devoluciones que procedieran en términos de las leyes fiscales federales; así como la entrega de un informe mensual a la Secretaría de Planeación y Finanzas sobre el cumplimiento de las obligaciones fiscales y las acreditaciones que en su caso se realizarán por conducto de la Dirección de Ingresos.

c) La totalidad de los recursos que derivarán de los ingresos de la propia concesión se destinarán a los fines del FIARUM.

Por lo anterior y de acuerdo con la reciente modificación al anexo citado, las cuotas que se deben cobrar por el tramo carretero en cuestión deben ser las establecidas en el anexo de la concesión respectiva, por lo que a fin de no contradecir el citado anexo y generar una doble regulación de las tarifas respectivas se propone eliminar en la Ley de Ingresos los cobros por los servicios para el mantenimiento, operación y conservación del tramo carretero La Rosita-Rumorosa comprendidos en la fracción VIII del artículo 19, a fin de que el sustento de los cobros del tramo carretero se regulen únicamente bajo las reglas que establece la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en la concesión de referencia.

SERVICIOS DEL INSTITUTO PARA EL DESARROLLO INMOBILIARIO Y DE LA VIVIENDA PARA EL ESTADO.

Se proponen cuotas por los servicios que presta el Instituto para el Desarrollo Inmobiliario y de la Vivienda para el Estado, para eliminar la referencia a salario mínimo con base el cual cobraban los mismos. Ello en virtud de la desindexación del salario mínimo.

Al respecto cabe mencionar que mediante Decreto publicado el día 27 de enero de 2016 en el Diario Oficial de la Federación, se reformaron los artículos 26, 41 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el objeto de desindexar el salario mínimo, de tal manera que éste no sea vinculado como unidad de medida para el pago de cuotas, obligaciones, cálculo de multas y sanciones entre otros. Para ello el artículo cuarto de dicho Decreto estableció la obligatoriedad para las Legislaturas de los Estados de realizar las adecuaciones a las leyes y ordenamientos para que en el plazo máximo de un año contado a partir de la entrada en vigor del Decreto, por lo tanto se propone eliminar las referencias al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia.

SERVICIOS DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA.

Se propone modificar la fracción III del artículo 22 que contiene los servicios y las cuotas que presta la Secretaría de Seguridad Pública, para incluir el concepto de protección personal a particulares, a través al servicio de escolta por mes por agente, en cuyo inciso A) se establece que el costo del servicio será de conformidad con los tiempos y condiciones que establezca el contrato respectivo, pudiendo considerarse costos adicionales según las necesidades de la prestación del servicio en tiempos y horas extraordinarias.

Para ello es necesario referir que la Policía Estatal Preventiva cuenta con un área Especializada de Agentes en Protección Personal divididos en comisiones con el fin de escoltar a Particulares, que en conjunto y de acuerdo con la Ley y Reglamento de la Policía Estatal Preventiva de Baja California, integran La Coordinación Estatal de Protección a Funcionarios y Ejecutivos. Por su parte el Reglamento de la Ley de la Policía Estatal Preventiva de Baja California, en su artículo 16 fracción IV, numeral I incisos b) y c) establecen dentro de su estructura las Coordinaciones Estatales de protección a Funcionarios y a Ejecutivos, respectivamente.

Lo anterior es necesario sin consideramos que los Derechos conforme los define el artículo séptimo del Código Fiscal para el Estado de Baja California, son las contraprestaciones establecidas en las leyes fiscales, por los servicios que presta el Estado, en su función de derecho público, incluso cuando se presten por organismos públicos, descentralizados, así como por el uso o aprovechamiento de los bienes de dominio público, siempre que este último caso, se encuentren previstos como tales en la Ley de Ingresos del Estado.

En este sentido, en un Estado de Derecho como es Baja California, es importante promover una Ley de Ingresos que de manera clara establezca todos los supuestos que por concepto de derechos se realizan a los ciudadanos, en armonía con lo establecido en los artículos 4 y 4-1 de la Ley de Hacienda del Estado de Baja California, los cuales prevén para la administración central y organismos descentralizados que ninguna contribución podrá recaudarse si no está prevista por la Ley anual de ingresos correspondiente, o por una ley posterior que lo establezca. Por ello, es menester proporcionar seguridad jurídica a los ciudadanos respecto de las actuaciones de los Poderes Públicos y sus Autoridades, al incluir en este apartado los diversos conceptos de los servicios que se prestan como el que se propone. 

Aunado a ello, es importante señalar que la incorporación de los diversos conceptos a que se hace referencia, se debe en parte, a un análisis y necesidad de regularización en los servicios y derivado de que los Particulares en el Estado de Baja California concurridamente solicitan servicios de protección personal por parte de la Coordinación Estatal de Protección a Funcionarios y Ejecutivos, es imperante por su naturaleza se incorpore en la Ley de Ingresos del Estado para 2017.

Existe además, la necesidad de formalizar dicho servicio de tal forma que los  agentes comisionados para protección personal a particulares, existentes en el Estado así como los futuros agentes puedan prestar el servicio mediante un contrato formal para la prestación del servicio, estableciendo los agentes necesarios o asignados al Particular, el costo actual del servicio, tiempo del contrato y Reconocer a esta Coordinación como la única que deba intervenir en la celebración de un contrato para dichos efectos de acuerdo con la Ley y Reglamento de la Policía Estatal Preventiva de Baja California.

Por lo anterior se pretende, se considere el concepto de “Protección Personal a Particulares”,  por el servicio antes referido en el capítulo IX “Servicios de la Secretaría de Seguridad Pública”, en específico en el artículo 22 de la Ley de Ingresos que se propone.

SERVICIOS DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN Y BIENESTAR SOCIAL Y DEL INSTITUTO DE SERVICIOS EDUCATIVOS Y PEDAGÓGICOS DE BAJA CALIFORNIA

Disminución de cuotas 

A partir del ejercicio fiscal 2016, se adicionaron diversos servicios a cargo de la Secretaría de Educación y Bienestar Social, comprendidos en la modalidad de preparatoria abierta, en virtud del Convenio de Colaboración para la Operación del Subsistema de Preparatoria Abierta, celebrado el 15 de junio de 2014, entre la Secretaría de Educación Pública y el Estado de Baja California, con el objeto de sentar las bases para operar dicho Subsistema, cuyo objeto es permitir la acreditación de conocimientos, a través de la aplicación de exámenes, por parte de sectores de la población que no pueden acceder a la modalidad escolarizada por su ubicación geográfica, ocupación personal, limitaciones físicas o cualquier otra circunstancia.

En dicho instrumento se establece la atribución para el Estado de establecer el esquema que le permita captar y hacer uso de los recursos propios del Subsistema, así como utilizar los recursos que obtenga por la prestación de los servicios en esa materia, para satisfacer las necesidades de este modelo educativo, en razón de ello se incluyeron diversos servicios, entre estos el relativo a solicitud de examen contenido en el punto número 37 del artículo 26, para el cual se consideró la tarifa de $65.00 (sesenta y cinco pesos 00/100 moneda nacional).

De acuerdo con el capítulo XVII de la Ley de Hacienda del Estado, son sujetos del Impuesto Adicional para la Educación Media y Superior, quienes causen los impuestos y derechos comprendidos en las leyes fiscales del Estado, en este supuesto se ubica el derecho que se cobra por el servicio mencionado en el párrafo que antecede lo que implica que se aumente la erogación que por dicho concepto deban realizar los interesados.

En consideración de que la mayoría de los estudiantes del Subsistema de Preparatoria Abierta son jóvenes adultos trabajadores y amas de casa que con sacrificios materiales, intelectuales y económicos se autofinancian los costos de estudio autodidáctico del bachillerato, en consecuencia no están en condiciones económicas que les permita cubrir cargas adicionales por este concepto, 

Con el objeto de inhibir cualquier factor que puedan desalentar a los estudiantes para la solicitud de exámenes y en la continuidad de su preparación escolar, se propone disminuir el costo del derecho de solicitud de examen del subsistema de Preparatoria Abierta, lo que traerá aparejado el cumplimiento de objetivos que dispone el Convenio de Colaboración para la Operación del Subsistema de Preparatoria Abierta relativo a cobertura en favor y beneficio directo de la población que no cursó o truncó el bachillerato. Asimismo se beneficiaría a los estudiantes, ya que algunos solicitan de tres a cuatro exámenes mensualmente, lo que no sucede con el resto de los derechos que se erogan una sola vez durante todo el proceso, de tal forma que los estudiantes pueden sufragarlos sin mayores problemas económicos.

Se incluyen nuevos servicios del Departamento de Profesiones 
El artículo 9 de la Ley de Ejercicio de las Profesiones para el Estado de Baja California, establece la atribución de registrar a las asociaciones de profesionistas, vigilando el funcionamiento de las mismas. 

Con fundamento en lo anterior se propone incluir los servicios de análisis y resolución de modificación a la denominación del registro de la asociación de profesionistas ya que dicho servicio es solicitado de manera recurrente por las asociaciones ya registradas en el Departamento de Profesiones que deciden modificar su denominación, lo que requiere del un trámite de recepción, revisión y análisis para resolver sobre la procedencia de la modificación del registro de la nueva denominación, por lo que se incluye dentro del punto 38 del artículo 26 de la Ley de Ingresos del Estado de Baja California para el Ejercicio Fiscal 2017.  

Asimismo se propone la inclusión del servicio de análisis y resolución de modificación de los estatutos de las asociaciones de  profesionistas registradas, debido igualmente a la demanda de dicho servicio por las asociaciones ya registradas en el Departamento de Profesiones que modifican sus Estatutos, y solicitan sean registradas dichas modificaciones, ya que los estatutos constituyen la normatividad que rige la vida interna de la asociación, y a su vez constituyen un requisito para el registro mismo ante Gobierno del Estado. En este caso, el Departamento debe correr un trámite de recepción, revisión y análisis para resolver sobre la procedencia de la modificación solicitada, ya que en algunos casos la modificación implica un cambio en la forma rige internamente el Colegio.

Ajuste de redacción 
Se propone modificar la redacción de los puntos 6 y 7 del artículo 26, con el objeto de dar claridad a la descripción del trámite y para homologarla a los conceptos establecidos en los puntos 9, 10 y 11. La palabra trámite que se propone agregar comprende las actividades correspondientes a la visita de verificación, captura del acuerdo de incorporación (resolución), trámite de clave de centro de trabajo, zona escolar y clave de registro de menores de edad en otras áreas del Sistema Educativo Estatal; firma de acuerdo de incorporación o en su caso negativa; y notificación al particular

Asimismo se propone ajustar la redacción de los conceptos indicados en los puntos 12, 13, 14, 15 y 16; con el objeto de dar claridad a la descripción del trámite, se suprime en el inciso número 12 la palabra plantel y se aclara que se refiere a cada nivel educativo que pueda haber en el plantel. Así como se especifica a qué refiere la ampliación de servicios agregando el texto “educativos de grupos o grados escolares en escuelas particulares”, dado que el artículo 26 de la Ley de Ingresos se refiere a servicios educativos en general y es conveniente aclarar el servicio prestado y el sujeto que requiere realizar dicho trámite. 

En el inciso numero 13 se propone adecuar la redacción para aclarar que se trata del servicio de estudio trámite y resolución de solicitud de cambio de titular a escuelas particulares que cuenten con autorización para impartir educación básica o reconocimiento de validez oficial de estudios, de tal manera que se aclara que el servicio que comprende es el solicitado por escuelas particulares.
En los incisos 14, 15 y 16, se propone agregar en que los respectivos servicios que se indican, como son estudio, trámite y resolución de las solicitudes de cambio de representante legal, de cambio de director, y de cambio de docente,  corresponden a servicios que solicitan las escuelas particulares incorporadas,  por el estudio, trámite y resolución de solicitud de cambio de representante legal de la escuela particular incorporada. Asimismo se suprime la palabra plantel, a fin de especificar que cada movimiento y por lo tanto cada trámite genera un servicio.

PRODUCTOS

En lo que respecta a Productos, esta ley pretende un cambio en supuestos  que actualmente se cobran tomando en consideración como medida para el cálculo del pago el salario mínimo, por lo que derivado de la desindexación del salario mínimo, se pretende se tome en cuenta un valor en moneda corriente del producto, considerando el costo en el mercado para el mismo.

A mayor abundamiento, mediante Decreto publicado el día 27 de enero de 2016 en el Diario Oficial de la Federación, se reformaron los artículos 26, 41 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el objeto de desindexar el salario mínimo, de tal manera que éste no sea vinculado como unidad de medida para el pago de cuotas, obligaciones, cálculo de multas y sanciones entre otros. Para ello el artículo cuarto de dicho Decreto estableció la obligatoriedad para las Legislaturas de los Estados de realizar las adecuaciones a las leyes y ordenamientos para que en el plazo máximo de un año contado a partir de la entrada en vigor del Decreto, por lo tanto se propone eliminar las referencias al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia.

PERIODICO OFICIAL

En congruencia con lo propuesto en el apartado de derechos, en el que se integraron algunos servicios relativos a solicitud de inserciones en el Periódico Oficial del Estado en la fracción IV al artículo 18, por corresponder a esa naturaleza; en este apartado de productos, se propone eliminarlos.

AVALÚOS

La función principal de la Comisión Estatal de Avalúos, consiste en realizar la emisión de avalúos certificados a las personas y organismos que lo soliciten, para determinar el valor de mercado de los bienes muebles e inmuebles.

Tomando en consideración lo comentado en párrafos anteriores en este apartado respecto de la desindexación del salario mínimo, elimina la referencia a los salarios mínimos, tomando en consideración el costo en el mercado para la emisión de avalúos

OTROS PRODUCTOS

Se propone incluir en este apartado diversos conceptos que estarán a cargo del Poder Judicial como son la expedición de copias simples de documentos impresos y generados en disco compacto, que obran en los archivos del mismo. Igualmente se adicionan los conceptos relativos a servicios prestados por el Servicio Médico Forense como son las visitas guiadas con práctica de necropsia,  (SEMEFO) de Baja California y la suscripción anual al Boletín Judicial. 

TRANSITORIOS
En el artículo séptimo transitorio de la Ley de Ingresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2017, que establece la obligatoriedad de la actualización mensual de las cuotas, a partir del mes de febrero, tomando en consideración el Índice Nacional de Precios al Consumidor publicado en el Diario Oficial de la Federación y el procedimiento que ahí mismo se establece, se adicionan algunos servicios a los que no les será aplicable dicha actualización, como son los relativos a los que brinda el Registro Público de la Propiedad y de Comercio, contenidos en el artículo 13 y 15; los servicios del Instituto para el Desarrollo Inmobiliario y de la Vivienda para el Estado, contenidos en el artículo 21 y el contenido en el punto 37 del artículo 26, consistente en el servicio de solicitud de examen a cargo de la Secretaría de Educación y Bienestar Social y del Instituto de Servicios Pedagógicos de Baja California.

Se propone agregar un tercer párrafo al artículo Decimotercero para establecer en forma complementaria a los párrafos que el mismo contiene, señalar que la Secretaría de Planeación y Finanzas diseñará e implementará los mecanismos que mediante el uso de las tecnologías de la información acerque a la población los servicios que presta dicha Dependencia incluyendo los relativos al cumplimiento de obligaciones en materia fiscal.

Se propone en el artículo Decimoquinto transitorio fijar el plazo para que se inicie con el proceso del canje de placas general en el Estado de Baja California, a fin de dar cumplimiento a la obligación prevista en el artículo 24 primer párrafo de la Ley que regula los Servicios de Control Vehicular en el Estado de Baja California.

La Ley que Regula los Servicios de Control Vehicular en el Estado de Baja California en sus artículos 2 y 24 que establecen respectivamente la definición de placas de circulación y en la regulación de éstas, establecía que la vigencia de las placas era permanente y terminaba con el cambio de propietario, dichas disposiciones estuvieron vigentes hasta el día 9 de septiembre de 2016.

El 9 de septiembre de 2016 se publicó en el Periódico Oficial del Estado el Decreto 574 que contiene la reforma a los artículos 2 y 24 de la Ley que Regula los Servicios de Control Vehicular para el Estado de Baja California aprobada por la XXI Legislatura del Estado, para efecto de establecer que la vigencia de las placas se regirá por las Normas Oficiales de observancia obligatoria; disposiciones que cobraron vigencia a partir del día siguiente de su publicación conforme lo dispuso el artículo transitorio único del referido Decreto. 

Al respecto cabe precisar que la Norma Oficial Mexicana vigente es la NOM-001-SCT-2-2016, publicada el 24 de junio de 2016 en el Diario Oficial de la Federación, vigente 60 días naturales a partir de la fecha de su publicación, misma que respecto de la vigencia de las placas, remite a lo que disponga el Acuerdo Secretarial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 25 de septiembre de febrero de 2000. 

El Acuerdo emitido por el Secretario de Comunicaciones y Transportes establece que la vigencia de las placas será de tres años a partir de que las Entidades federativas y el Distrito Federal hayan realizado sus canjes respectivos

Tomando en considerando que el Decreto 574, referido en párrafos anteriores, no estableció una fecha o plazo para realizar el canje general de placas, con el objeto de dar cumplimiento al primer párrafo del artículo 24 de la Ley que Regula los Servicios de Control Vehicular en el Estado, se propone establecer en un transitorio de la Ley de Ingresos del Estado de Baja California para el ejercicio fiscal 2017, que el canje general de placas de circulación se llevará a cabo durante 2017, el cual iniciará de manera específica a partir del mes de abril.

Asimismo es importante referir que no obstante que dicho proceso es de carácter obligatorio para el año 2017, para la implementación de dicha medida se consideró los supuestos en que los ciudadanos hubiesen obtenido las placas de circulación recientemente o en un plazo menor a tres años, por lo que a efecto de que la implementación no repercuta en su economía, se propone como excepción la obligación de canje de placas para el ejercicio fiscal 2017, no será aplicable respecto de los vehículos que hayan obtenido placas de circulación en 2014, 2015 y 2016, los cuales se encontrarán obligados a realizar el canje de placas durante el año inmediato posterior al que cumplan tres años de haber obtenido las placas de circulación, o cuando se realice el trámite de cambio de propietario. 

En cuanto a los artículos Decimosexto y Decimoséptimo, si bien no tienen mayor modificación en comparación con sus correlativos contenidos en la Ley de Ingresos del Estado de Baja California para el Ejercicio Fiscal 2016, es importante referir que a partir del ejercicio fiscal 2014, el Poder Ejecutivo del Estado de Baja California está decidido a impulsar en diversas acciones en el rubro de saneamiento financiero del sector paraestatal, entre ellos un programa cuyo objetivo es apoyar a Entidades Paraestatales con una situación financiera crítica producto de pasivos, con el propósito de oxigenar sus finanzas para que puedan estar en condiciones de brindar adecuadamente los servicios y realización de acciones en beneficio de la población, como es el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Gobierno y Municipios del Estado de Baja California (ISSSTECALI). 

Para lograr ese objetivo, la XXI Legislatura Constitucional del Estado Libre y Soberano de Baja California, mediante el Decreto número 195, publicado el 31 de diciembre de 2014 en el Periódico Oficial del Estado de Baja California, autorizó al Poder Ejecutivo del Gobierno del Estado de Baja California para que contratara ante el Sistema Financiero Mexicano, uno o varios créditos simples hasta por la cantidad de $2,850’000,000.00 M.N., para destinarse exclusivamente a saneamiento financiero del Estado de Baja California y sus paraestatales, a fin de que se atendieran los saldos de los adeudos que se tiene con ISSSTECALI, conforme la fracción VIII del artículo 2 de la Ley de Deuda Pública del Estado de Baja California y sus Municipios, así como los Decretos modificatorios al mismo, identificados con números 273 y 298, publicados respectivamente el 29 de mayo de 2015 y  10 de julio de 2015 en el Periódico Oficial del Estado de Baja California.

En seguimiento a las medidas anotadas y con la finalidad de dotar de viabilidad financiera al régimen de seguridad social de los trabajadores del sector público del Estado y Municipios de Baja California, se propuso en la Ley de Ingresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2016, la inclusión de los artículos transitorios decimosexto y decimoséptimo, mismos que se propone se contengan en la Ley de Ingresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2017.

En el artículo Decimosexto se autoriza al Estado de Baja California para que por conducto de la Secretaría de Planeación y Finanzas, en el ejercicio fiscal 2017, se constituya en obligado solidario de los Municipios de Mexicali, Ensenada, Tecate y Playas de Rosarito, frente al ISSSTECALI y sus causahabientes, de las obligaciones de pago que dichos Municipios asuman en los convenios de regularización de adeudos históricos autorizados en términos de los decretos números 195 y 298, mencionados párrafos anteriores; para tal efecto cada uno de los Municipios anteriores se obligan a celebrar el convenio de compensación correspondiente con el Gobierno del Estado a efecto de resarcir las cantidades o montos que en ejecución de la solidaridad asumida se exijan al Estado por el ISSSTECALI o sus causahabientes; y el Decimoséptimo, para efecto de establecer que durante el ejercicio fiscal 2017 el Poder Ejecutivo del Gobierno del Estado de Baja California y los Municipios de Mexicali, Ensenada, Tecate y Playas de Rosarito podrán ejercer las autorizaciones a que se refieren los Decretos números 195, 273 y 298, publicados en el Periódico Oficial del Estado de Baja California el 31 de diciembre de 2014, 29 de mayo de 2015 y 10 de julio de 2015, respectivamente, hasta por el saldo de financiamiento autorizado pendiente de contratación.

En la Propuesta de Ley de Ingresos del Estado de Baja California para el Ejercicio Fiscal 2017, se propone incluir un artículo decimoctavo transitorio, para efecto de solicitar se autorice que el Ejecutivo Estatal por conducto de la Secretaría de Planeación y Finanzas podrá afectar en garantía y/o como fuente de pago los ingresos que deriven del impuesto sobre remuneraciones al trabajo personal y la sobretasa del impuesto sobre remuneraciones al trabajo personal destinada a la Educación Superior en la Entidad, esta última que regula el artículo 3 de la presente Ley, previa autorización expresa de la Legislatura del Estado, y conforme a las condiciones que la misma establezca.  Asimismo se prevé que en el supuesto de que los ingresos derivados de la citada sobretasa se vean disminuidos con motivo de esta operación, el Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Planeación y Finanzas, repondrá los recursos hasta por el importe dispuesto, a fin de mantener el monto destinado para la Educación Superior. 
Medida que es necesario prever para poder establecer los mecanismos necesarios a efecto de que los proyectos plurianuales o Proyectos de Asociaciones Público Privadas puedan tener viabilidad financiera, puesto que resulta necesario que se otorguen algunas garantías a las instituciones que financien dichos proyectos. Bajo esta misma óptica los proyectos que estén dentro del ámbito de competencia y aplicación de los Organismos Paraestatales, requieren además que el Estado intervenga como responsable solidario en las obligaciones contractuales a fin de conseguir mejores condiciones de mercado.

Asimismo se propone se propone incluir en un artículo decimonoveno transitorio de la presente Ley, la precisión de que los ingresos que se destinen a la promoción y difusión de la actividad turística del Estado, en los términos establecidos por el artículo 6 de la presente Ley, se administrarán por el Fideicomiso Público para la Promoción Turística del Estado de Baja California.
1

[image: image2.jpg]_1137909086.doc
[image: image1.png]GOBIERNO DEL ESTADO
LIBRE Y SOBERANO
DE BAJA CALIFORNIA






�












